
La significación del Estatuto de los 
Trabajadores en el sistema jurídico 
laboral 

Para tr.uar de dar una respuesta a IJ 
interrogación implícita en el título de 
este ensayo. y averiguar por tanto el sig­
nificado del Estatuto de los Trahajndo­
res en el sistema jurídico laboral, hny 
que panirde lo que la regu lación conte­
nida en el mismo supuso en relación con 
la situación existente en el momento de 
su aprobación. En concreto, hemos de 
ver cual era esta situación y qué signi­
fi cado, de continuidad, de ruptura o de 
reforma, tuvo el Estatuto de los Traba­
jadores en relación con la misma. 

Pues bien, In situación preexistente 
al Estatuto de los T rabajadorcs e~ pro­
ducto de una detemlinada evolución his­
tórica, en cuyos pormenores lógicamen­
te no nos vamos a detener, que lleva a la 
tipificación de un contrato de trabajo so­
metido a una regulación propia y dis­
tinta de la del resto de las figuras con­
tractuales, y a un Derecho del TrabaJO 
como disciplina específica separada del 
trunco del Derecho común. y en la que, 
con ht nonnativa republicana (Ley de 
Contrato de Trabajo de 1.931), 

• La autonomía de las panes del con­
trnto de trabajo cede progresivamen­
te terreno a la regulación heteró­
noma, consagrándose abienamente 
la limitación de la libcnad contrac­
tual. 

• irrumpe el pacto colectivo (conve-

nio colectivo) en su papel regulador 
de condiciones de trabajo. 

• Y comienza y se consagra fonnal­
mente la juridilicación ele las rela­
ciones de tt·abajo, e ll11 ru tdu el dere­
cho a regular el de~arrollo de hts 
mismas en el terreno de la produc­
ción. 

Ello provoca que el mundo de la pro­
ducción. del que inictalmcnte estaba 
ausente el derecho en lo que se refiere a 
la utilización en el mismo del trabajo 
contratado, va a e~tar cada vez más dis­
ciplinado jurídicament.:. Se p10duccn 
regulaciones del desarrollo de las rela­
ciones laboraks coda ve1. má~ precisa~. 
que, en su~ momentos d.: e~plendor. con­
sagran como valor supremo el de la ri­
gidez. De la inicial discrecionalidad 
empresarial para la organización del tra­
bajo y la utilización dcltntbajo contra­
tado en las actividades producti \'as, se 
pasa a un planteamicnLo que e~ tenden­
cialmcntc asumido como propio por los 
cultivadores de la disciplina. y que se 
refleja nítidamente en las intervencio­
nes nonnativas. que valora sobre todo 
la rigidcl (aunque no con esta formula­
dón. lógicamente): sólo lajuridificaeión 
de todos los aspectos posibles de las re­
laciones de trabajo. con imposición 
heterónoma de precisas normas jurídi­
cas a respetar en el desarrollo de las 
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mi~mas, para impedir preCISamente la 
discrccionalidad empresarial en el uso 
de la fuerza de trabajo (en general, en 
las relaciones de trabajo), garantiz.1ría 
suficientemente los derechos de los tra­
bajadores y la posición contractual de 
lo~ mismos. 

Este sentido de evolución. claramen· 
te perceptible en la normativa republi· 
cana. se mantiene. intcnsific>lndose, en 
la de la etapa franquista. El régimen 
surgido de la guerra civil suprintc las 
1 ibertadcs colectivas, los derechos de 
asociación sindical y de negociación 
colectiva e incrimina penalmente, de 
nuevo, la huelga. Pero en cuanto a la 
configuración y al tratamiento jurídico 
del contrato de trabajo. la normati va 

' franquista, la Ley de Contrato de Tm­
bajo ele l.944, es claramente tributaria 
de la de 1.931. Digamos. y esto es lo 
que ahora me interesa resallar. que el 
"modelo" de contrato de trabajo que 
venia diseñándose se mantiene y que el 
esquema de las relaciones laborales si­
gue avanzando en la línea pr~ccdcnt e. 

Paradójicamente, además, la suprc~ión 

de las libe nades sindicales opera en oca­
siones como elemento potenciador de 
estas tendencias. 

Resumidamente, los rasgos que ca­
racterizan la etapa franquista son los si­
guientes: 

• La heteronomía avanza considerable­
mente. debido sobre todo a la inter­
•ención nonnativa estatal. Esa inter­
•cnción. a través de las Rcglament11· 
ciones de Trabajo y Ordenanzas L1· 
borales. va a invadir también el ám­
bito sectorial de regulación y de fija­
ción de las condiciones de trabajo. 

• La inlervención administrativa en las 
relaciones de trabajo crece tambi~n 

de manera considerable. Una admi­
nistración "tutelar'', que no recono­
ce inicialmente situaciones de con­
Jlicto entre las partes y no acepta el 
uso por las mismas de medidas de 
presión. tenía inevitablemente que ir 
ocupando cada vez más espacios de 
las relaciones laborales. 

• Los rasgos del contrato de trabajo, 
q11c lo diferencian de otras tiguras 
contrnctuales y lo acercan a la figu­
ra del empleo púbhco, se intensifi­
can. Si la Ley de Contrato de Traba­
jo mantenfa . con le•es modificacio­
nes, el esquema regulador de la de 
1.931 , la normativa sectorial, Regla­
mentaciones y Ordenanzas, consa­
gran el principio de preferencia por 
el contrato de duración indefinida. 
Esta normativa. y la Jurisprudencia, 
cousagran un modelo de contrato de 
trabajo como contrato de duración 
indelinida, admitiéndose sóloexcep· 
cionalmente los contratos tempora­
les cuando concurra una causa de 
temporalidad. Y se suprime el poder 
de cali ficación de las partes del con­
trato: sea cual sea esta calificación. 
la dumción del mismo será la que 
derive de la naturaleza (indefinida o 
temporal en los términos admitidos) 
del trabajo contratado. 

Por otra pane. el despido individual 
~iguc causalizado y sometido a deter­
minadas e~igencias formales, y los des­
pidos colectivos sólo van a ser posibles 
previa autori1.ación administrativa. No 
existe más que el ckspido disciplinario 
individual por incumplimiento contrac­
tllal y el despido colectivo, fu ndado en 
causas económicas o tecnológicas. El 
primero se exige que responda a una de 
las causas admitidas por el ordenamien­
to, cuya concurrencia ha de probar el 
empresario, y que tenga lugar respetan­
do determinadas formalidades, el in­
cumplimiento de las cuales o la inexis­
tencia de causa se sanciona bien con la 
readmisión del trabajador despedido 
bien con el reconocimiento a favor del 
mismo de una indemnización económi­
ca. El segundo ha de ser autorizado por 
la autoridad laboral, previa tramitación 
de un expediente administrativo al efec­
to. Y l;t "doctrina administrativa'' fue 
cstableciendotmos criterios en virtud de 
los cuales se exigfa una situación de cri· 
sis definiti va e irreversible de la empre­
sa para aceptar los despidos, una crisis 
real, sutieiente, objetiva y actual, por lo 
que puclo decirse que en España. en esta 
~poca, en el mercado se entraba (más o 



menos) hbrememe pero no se salía li­
bremente (ni siquiera por errores en la 
gestión empre~arial que provocasen una 
··expulsión"' del mercado de las corres­
pondientes iniciativas empresariales). 

La progresiva apertura del régimen, 
con la consiguiente evolución normari­
~a. no cambia los caracteres fundamen­
talCl> de este modelo de regulación de 
las relaciones de trabajo. Y la transición 
polfnca que se abre a partir del año 1.976 
respeta también el modelo. l':o sólo eso. 
si no que se producen intervenciones 
normativas que exacerban algunos ca­
racteres del mismo. La Ley de Relacio­
nes L1borales de 1.976, en efecto, que 
responde al intento crepuscular de de­
terminados sectores del régimen fran­
quista de dejar sentada la •·conciencia 
social" del mismo. alcanza el punto 
máximo de rigidez de las relaciones la­
borales, por cuanto: 

• Consagra por primera vez legalmen­
te la regla de preferencia por los con­
tratos de duración indefinida, con la 
consiguiente exccpcionalidad y ad­
misión resuictiva de los contratos de 
duración determinada. 

• Eleva las garantías jurídicas en tomo 
al despido hasta cotas desconocidas 
(tramitación de expediente. principio 
de ejecución en su propios términos 
de la sentencia de condena a la 
readmisión, importe de las indem­
nizaciones, calculadas a razón de dos 
meses de salario por año de servi­
CIO, con un mínimo de seis mensua­
lidades v.un máximo !!._Cncral de cin­
co años, que podfa Uegar a siete por 
la aplicación de detem1inados coefi­
cientes multiplicadores). 

El D.:creto-Ley de Relaciones de 
Trabajo de 1.977 conige algunos de es­
tos excesos crepusculares del régimen 
franquista (aunque alguno tuvo que ser 
corregido previamente por vía de urgen­
cia, el DLRT rompe el principio de eje­
cución específica de la sentencia de con­
dena a la readmisión. modifica los cri­
terios de cálculo de la indemnización y 
disminuye el impone de la misma e in-

troduce la nuc,·a figura del dc,p1do in­
dividual por circunstancia~ objeuvas) y 
marca el inicio de alguna~ de las más 
significatiVa> refomm~ po~tenore~ de 
nuestro ordenamiento. pero rnautienc el 
modelo nonnati' o preecd~nte . El mo­
delo de la rigidez de las relaciones de 
trabajo y de la intervención admini~ tra­

tÍ\·a en las mismas. J::.~te modelo, que no 
resultaba cuestionado en la época. an­
te~ al contrario. por la gran m a) oría de 
la doctrina jurídica y con el que ~e sen­
tía indudablemente .. cómoda·· la Juris­
pmdcncia. no se cuestiona tampoco por 
parte del legislador. Y ello explica que 
la nom1ativa post-constitucion:ll. .:n par­
ticular la Ley del E tatuto de los Traba­
Jadore; de 1.980 siga. sin más que algu­
no~ matices, anclada en este modelo. 

Tenemo~, pues. un modelo de regu­
lación de las relae1ones laborales que 
llllnde sus raíces en la normativa repu­
blicana, que conoce una stgnificutiva 
evolución histórica y que ··, upcr.t. por 
así decirlo el marco del cambio jurídi­
co-político. Y esto es importante tener­
lo en cuenta para pronunciamos, como 
quiere el título de esta intervención. so­
bre el significado del Estaluto de los Tra­
bajadores en el ' istcma jurídico-laboral. 
Lo que nos pennitirá, también, pl"lmun­
ciarnos sobre su adecuación a la hora 
presente de las relaciones laborale;. 

La Con titución de 1 .978. en efecto. 
con~agra la libertad sind1c:tl y el dere­
cho de huelga como derecho~ funda­
mentales y reconoce el derecho a la ne­
gociación colect iva. pero no c~ tablcce. 

en contra de lo que en alguna ocasión 
se ha dicho, un modelo concreto de re­
laciones labomles (más allá del manda­
to al legislador de regular un "estatuto 
de los trabajadores'"). Y si en el anículo 
35 y dentro de los princ1pio; rectores 
de la política económica y social se in­
cluyen varios que inciden sobre las re­
laciones laborales. no hay que olvidar 
que el artículo 38 consagra la libertad 
de empresa en una economfa de merca­
do y el compromiso de los poderes pti­
blicos de garantizar y ¡>roteger ~u ejer­
cicio y defender 111 productividad (de 
acuerdo. eso sí. con las exigencias de la 309 
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economía general y. en su caso, que no 
se ha dado, de la plani ficaciónj. 

Aprobada la Coo~titución, el legis­
lador va a proceder, precisamente en la 
Ley del Estaruto de los Trabajadores, a 
una regulación pretendidamente com­
pletn de las relaciones laborales y de la 
negociación colecti va (posteriormente 
se aprobará, en 1.985, la Ley Orgánica 
de Libenad Sindical. mientras que el 
derecho de huelga no ha conocido. has­
ta el momento, regulación post-consti­
tucional). En lo que se refiere a las rela­
ciones laborales, el Estatuto no rompe, 
como vamos a ver, con el modelo pre­
cedente. Bien es verdad que desaparece 
la posibilidad de regul ación sectorial de 
condic ione~ de trabajo por pane de los 
poderes públicos. siendo ahora la nego­
cinción colectiva la llamada a actuar al 
respecto. pero la vigencia aun con ca­
nícter dispositivo de Reglamentaciones 
y Ordenanzas se manuene, y el proceso 
de sustirución de las mismas. y de defi­
nitiva derogación, ha sido más dificul­
toso y lento de lo previsto. Aparte de 
eso, en la regulacióu del Estatuto se en­
tra a disciplinar muchos a:,pectos de las 
relaciones de trabajo. anulando posibi­
lidades negociadoras de las partes de la. 
mismas. dejando poco espncio a sus fa­
cu ltades de decisión conjunta (y por 
supuesto a posibles decisiones organiza­
ti vas del empresario) y pro.:,·icndo. ade­
más, numerosas int.:rvenciones adminis­
trativas. 

Asf, en el Liso de la fuerza de traba­
jo. la atribución de facultades de deci­
sióo .a .l~ ~dmi.ttis.ttru:\.Qo s:.< .!4\fi.'\\att~ 
(movilidad geográfica y traslados. mo­
dificación de condiciones de trabajo) y 
la regulación de otros aspectos, como 
In movil idad funcional de los trahaja­
dores, minuciosa y detnll ada (y la clasi­
ficac ión profesional sigue durante va­
rios años siendo, mayoritariamente, la 
establecida en las viejas Reglamentacio­
nes y Ordenanzas). La duración del con­
trato de trabajo se regula en los mismos 
términos precedentes de preferencia por 
el contrato de duración indefinida y 
excepcionalidad de los contratos de du­
ración determinada, y la normativa del 

despido respeta, salvo algunas modifi­
caciones, la del Decreto-Ley de Rela­
ciones de Trabajo. 

Se mantiene la distinción entre des­
pido colectivo e individual. Todos los 
despidos colectivos -por causas econó­
micas o tecnológicas y fuerza mayor­
~e someten al mismo régimen jurídico, 
exigiéndose la autorización administra­
tiva previa para despedir, y mantenién­
dose en un principio la ·'doctrina admi­
nistrativa" a que más arriba nos referi­
mos. En cuanto a los despidos indivi­
duales, se "suaviza" la normativa rela­
tiva a los disciplinarios, fijándose legal­
mente el quanJum de la indemnización 
(cuarenta y cinco días de salario por año 
de servicio. con el máximo de cuarenta 
y dos mensualidades), sin discrecio­
nalidad judicial alguna al respecto, y 
concediendo la opción entre readmisión 
o indemnización. salvo en los casos de 
nulidad del despido y de representantes 
sindicales. al empresario. Los despidos 
objetivos. por su parte, introducidos en 
nuestro ordenamiento por el Decreto­
Ley de Relaciones de Trabajo, se man­
tienen práctican1ente en los mismos tér­
minos en que venían regulados en el 
mismo (con una indemni1ación, para el 
despido procedente. de veinte días de 
salario por año de servicio, con el tope 
de doce mensualidades, y con la misma 
indemnización que el despido discipli­
nario para el caso de improcedencia del 
despido). 

Junto a esta regulación, hay que des­
tacar que en la de los sindicatos se con-
1imw ~w .lil .tr.m\ir,i(w .hi..'i.\Cl~ir& .ili' llW­
gar a los mismos unos poderes de ac­
tuación que van más allá de la repn:­
sentación voluntaria que derivaría de su 
naturaleza asociativa (de representación 
ex /ege habla la Jurisprudencia, que des­
cubre un fenómeno que es más de re­
presentación de intereses que de volun­
tades), y que, en lo referente a la nego­
ciación colectiva, también se configura 
en términos que hacen del convenio co­
lectivo más una norma jurídica que un 
contrato. La eficacia general del conve­
nio colectivo, aplicándose a todos los 
trabajadores y empresarios incluidos en 



el ámbito del mismo, su consideración 
como una norma a efectos de interpre­
tación y aplicación (más que como un 
contrato "gestionado" por los amores del 
mismo), su "uhraactividad'', que impli­
ca el mantenimiento de la vigencia de 
sus contenidos normativos hasta su sus­
titución por otro convenio colectivo, 
junto con la prevalente interpretación 
doctrinal, con reflejo frecuente en las 
decisiones de los tribunaJes, de que el 
proceso de negociación debe ser un pro­
ceso continuo de mejoras, en el que no 
caben "retrocesos" respecto de lo ya 
conseguido por los trabajadores, trasla­
dan sin duda la fi losofía de la rigidez de 
los contenidos nom1ativos a los instm­
mentos reguladores, con lo que proceso 
se alimenta a sí mismo continuamente. 
Y este es el esquema de rigidez en el 
que culmina la evolución normativa del 
contrato y del Derecho del Trabajo, y 
que tendrá que afrontar las exigencias 
de flexibilidad que sobre todo a partir 
de la década de los 80 (incluso ya a 
mediados de la década de los 70, en 
otras experiencias) se van a ir poniendo 
cada vez más claramente de manifiesto. 

¿Cuál ha sido la respuesta del orde­
namiento español, y cual por tanto la 
adaptación del Estatuto de los Trabaja­
dores. a estas exigencias?. Podemos dis­
tinguir claramente dos momentos dis­
tintos en el imcmo de hacer frente, por 
parte del legislador. a los problemas a 
que se enfrenta el Derecho del Trabajo. 

En un primer momento, se rrata de 
ma11tener el modelo de regulación del 
contrato de trabajo y de ordenación de 
las relaciones laborales, y de duali<,pr 
el mercado de trabajo. Esto es, sin cam­
biar la normativa reguladora del contrato 
y de la relación de trabajo, y sin por tanto 
afectar a ese modelo que consagra el 
Estatuto de los Trabajadores, abrir las 
posibilidades de contratación temporal 
de forma tal que los empresarios ten­
gan. o puedan tener, un contingente de 
mano de obra vinculado temporalmen­
te a la empresa y que ofrezca los már­
genes de tlexibilidad que la contratación 
indefinida no permite. En este sentido 
se movieron las reformas legislativas 

que an1pliaron el campo de la contrata­
ción temporal justificándola también por 
el fomento del empleo. No se flexibi ­
lizan, pues, las modalidades de colll.ra­
tación temporal causal ino que se abre 
la posibilidad. junto a ella~ . de una con­
tratación temporal inspirada en motivos 
de fomento del empleo. 

Esta evolución culmina ron la refor­
ma del Estatura de los Trabajadores por 
Ley 32/1.984, de 2 de agosto, que, res­
pondiendo a una orientación fle.'<.ibili­
zadora como la descriw. gira en tomo a 
tres ejes fu ndamentales: 

• La ampliación del ámbito de la con­
tratación temporal motivada por ac­
ti vidades o circunstancias que se 
consideran normales en la vida de la 
empresu. 

• La llexibi lización al máximo de la 
contratación temporal que cabe con­
siderar como coyuntural. dada la ad­
misión de la misma con la exclusiva 
justificación en términos de fomen­
to del empleo. 

• La normalización del juego de otras 
modalidades de contratación y. muy 
especialmente, del contrato de traba­
jo a tiempo parcial. 

A partir de estas reformas, el desa­
rrollo de la contratación temporal ha 
sido muy importante en nuestro siste­
ma de relaciones laborale!>, habiendo lle­
gado la tasa de temporalidad a superar 
el 34% y manteniéndose desde hace 
tiempo por encima del JO% (según el 
último dato disponible, del tercer trimes­
tre de 1.999. la tasa de temporalidad es 
del 33,3%, si bien ha disminuido en el 
sector privado, donde del entorno del 
40% ha bajado hasta el 36.2% y ha au­
mentando el sector público, del l5.S al 
19,3%). 

Este volumen de m<mo de obra con­
tratada temporalmente ha pem1itido a las 
empresas, sin duda. posibi lidades de fle­
xibilidad de otra forma inexistentes o 
costosas. Los conu·atos temporales han 
jugado un papel corrector de las rigidc- 311 
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ces existentes en cuanto a la moditil:ll­
ción o adaptación de las condiciones d~ 
trabajo. a la movilidad geográfica y fun­
cional, y, •obre todo, en cuanto a la adap­
tación del volumen de la planti lla de la 
empresa a las oscilaciones de la coyun­
tura. La exigencia de autorización ad­
ministrativa para los de;pidos colecti­
vos y los costos económicos asociados 
a los mismos, han podido sortearse, en 
alguna medida. gracias a la existencia 
de un importante cont i ngcntc de contra­
tos temporales cuya no renovación per­
mitía a la empresa la adaptación a la baja 
de la plantilla si las circunstancias así 
lo exigían. 

Este planteamiento, sin embargo, no 
dejaba de provocar inconvenientes, so· 
bre todo conforme se desarrollaba la 
contratación temporal. Ante todo, pro­
vocaba una segmentación del mercado 
de trabajo, una dualización como hemos 
dicho del mismo. Junto a un mercado 
(el de los trabajadores con contrato in­
definido) rígidamente regulado y con un 
elevado nivel de protección del empleo. 
otro desregulado y con nheles de pro­
tección mucho menores (por In propia 
situación en que se encuentr:\0 lu> tra­
bajadores más que porque existieran. 
que no existían, oorm<~tivas diferen tes). 
Esto pl<Ultcaba problemas a los sindica­
tos, lógicamente, pero también a las 
empresas y al conjunto del sistema de 
relaciones laborales y del sistema eco­
nómico. Saludada inicialmente con in­
terés la contratación temporal. por la> 
posibilidades de ncxibilidad que ofre­
cía. su expansión empezó pronto a ge­
nerar críticas. hasta llegarse al com•en­
cnmcnto de que un desarrollo contmua­
do de las modalidades de contratación 
temporal provoca perjuicios innegables 
para la product ividad y la compe­
titividad de las empresas y de las eco­
nomías en general. Presiona indebida­
mente sobre los costos del desempleo 
(por la rotación de mano de obra que 
produce), aumenta la siniestralidad la­
boral. dificulta o impide las actividades 
de formación continua de los trabajado­
res, cada vez más importantes. dificul ta 
también la implantación de mecanismos 
de previsión social complementarios a 

largo plazo (fondos de pensiones), y 
~uponc un obstáculo pard el desarrollo 
de procedimientos de colaboración y de 
participación de los trabajadores en la 
empresa. también cada vez más impor­
tantes en las relaciones laborales. Ade­
mít~. tiene otras consecuencias negati­
vas desde el punto de vista social y eco­
nómico: retrasa decisiones de inversión 
a largo plazo. como la compra de vivien­
da, y, sobre todo, retrasa las decisiones 
de maternidad, lo que puede estar. junto 
a otras causas lógicamente, en el origen 
de ht negativa evolución demográfica 
española. 

Todas e tas razones, junto a la cre­
ciente oposición sindical a la "preca­
rizaeión'' del mercado de trabajo, llevan 
a plantear una línea distinta de reforma 
de la ordenación jurídica del mismo. 

Así. en un segundo momento. el or­
denamiento español trata de satisfacer 
las exigencias de flexibi lidad modifican­
do ya el modelo ele cantraw de trabajo 
y la regulación de la relt1ción de traba­
jo. Una idea se abre camino: son preci­
sas relaciones laborales más estables, 
pero más fl exibles. Hay que procurar 
evitar la segmentación del mercado de 
trabajo, pero para ello es necesario in­
troducir nuevas dosis de nex ibilidad en 
el mismo. En definitiva. cae la ·'ilusión 
de coyunturalidad": las exigencias de 
flexibilidad no eran meramente coyun­
turales. en cuyo caso hubieran podido 
satisfacerse con una respuesta también 
coyuntural, como la contratación tem­
poral, preservando para el futuro el mis­
mo modelo de regulación del contrato 
y de la relacton de trabaJo, smo que son 
exigencias pennanentes de la ccononúa 
y del mundo productivo. Y por tanto han 
de afruotarse mediante medidas también 
más permanentes, medidas que afecten 
al ''modelo'' anteriormente consagrado. 

En esta lfnea se sitúa la reforma del 
Estatuto de los Trabajadores que se pro­
duce en 1.994: la Ley 10/1.994. de 19 
de mayo, sobre medidas de fomento de 
la ocupación. la Ley 14/1.994, de 1 de 
junio, por la que se regulan las empre­
sas de trabajo temporal y, sobre todo, la 



Ley 11/1.994. de 19 de mayo. quemo­
difica el Estatuto de lo~ Trabajadores 
(así como la Ley de Procedimiento La­
boral y la de Infracciones y Sanciones 
en el Orden Social). La reforma de 
1.994. respecto de la que el Gobierno 
no consigutó el acuerdo de los agentes 
sociales. lo que provocó no sólo la con­
vocatoria d~ una huelga general de pro­
testa. sino también el decidido propósi­
to de los sindicatos de anular, a través 
de la negociación colectiva. en la medi­
da de lo po. iblc, las rcfonnas legales, 
introduce C<Imbius muy importames en 
la regulación de nuestras relaciones de 
trabajo. Y supone. sobre todo. en lo que 
ahora nos interesa, la ¡>uc ta en cues­
tión, la aceptación de la necesidad de 
revisar el modelo de regulación de di­
chas relaciones que se consagraba en el 
Estatuto de los Trabajadores. 

A la hora de proceder a dicha revi­
sión. olvidando la vía de las respuestas 
coyunturales que tratan de presen•ar el 
modelo de regulación, se tmta, en 1.994, 
en primer lugar, de recuperar la "nor­
malidad" ' de las relaciones estables, de 
duración indefinida. voh·iendo a la 
causalidad de la comrat.1ción temporal 
(y cerrando posibilidades anteriormen­
te existentes de contratación temporal 
sin causa y casi sin limitaciones), si bien 
la admisión de la actuación de las em­
presas de trabajo temporal abre a su vez 
un portillo de flexibilidad en la gestión 
de la contratación de mano de obra muy 
importante. Al mismo tiempo se traw 
de ''limpiar'' nuestro ordenamiento, de­
finitivamente. de Reglamentaciones y 
Ordenanzas. que sobrevivfan y que eran 
un elemento de rigidez y de atraso para 
nuestras relaciones laborales. Pero jun­
to a ello, y lo más importante, se produ­
ce una significativa recuperación de 
posibilidades de actuación y de decisión 
conjunta de las partes de las relaciones 
de trabajo en la empresa -empresarios 
y representantes de los trabajadores--. 
Hay un claro reflujo del interven­
cionismo administrativo y un aumento 
de las posibilidades de decisión conjunta 
de empresario y representantes de los 
trabajadores. Se reconoce el papel que 
pueden desempeñar los acuerdos de 

empresa. y se establece una not mativa 
en' irtud de la cual esto~ <t<:uerdos de 
empresa ' an a poder jugar. cfccti\ ,,. 
meme. un papel mu} imponaotc en el 
de arrollo de una gesuón tle~tble. y 
comparttda. de la., relacione~ de trabajo 
en 1 a empres.1. 

También la~ facu ltade¡, de dcchton 
del cmpre!.ario se amplfan. Se regula 
más razonable y flex iblemente la orde­
nación del tiempo de trahajo rcon un 
impulso importante a las posibilidadc' 
de distribución irregulat del miomo). la 
clasilicación profesional y l~tllluvi lidad 
funcional de los trabajadores. y ~e atri· 
buyen al empresario. no a la autoridad 
administrativa. deci ione. como las de 
movilidad geog• áfica ( tra~lado> de tra­
bajadores o de la tutalidar.l del centro de 
trabajo) y de moditit:<tción de condicio­
nes de trabaJO. La regulación, sobre 
todo. de este último tema (artículo 41 
LET) es significativa del cambto pro­
ducido: atendiendo a la doctrina prece­
dente más realista. :.e amplían la' po,i­
bilidades de modiiicación de I H~ condi­
ciones de rrabajo. abriendo la pmibili­
dad de '·adaptar" incluso lo prc\•iamen­
tc regulado en un convenio colectivo, y 
permitiendo en defini tiva esa gc>tión 
más flexible y compartida, sin interven· 
ción administra! i va, de las relaciones de 
trabajo en la empresa. a que m¡; he refe­
rido. 

Pero, sobre todo, e~ en materia de 
despido donde tratan de plasmarse los 
designios de mayor flexibil idad. Se tra­
ta, fu ndamentalmente. de ampliar la:. 
posibilidades de actuación del crnprc­
l>.1rio en los casos de despidos no fun­
dados en el incumplimiento contractual 
del trabajador (aunque también el régi­
menjurídicode éstos se retoca, con una 
nueva configuración de la nulidad del 
despido, para reducir las posibilidades 
de imponer la readmisión del trabaja­
dor. y con una regulación menos gravo­
sa para el empresario de los ·'salarios 
de tramitación"). Y esa ampliación se 
persigue tanto modi1icando la regula­
ción de los despidos colectivo. como 
ampliando los supuestos excluidos de la 
aplicación de la misma (considerados 313 
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despidos económicos u objetivos no 
colectivos: anículo 52.c LET). 

En cuanto a los despidos colectivos. 
baste decir que por una panc se modifi­
ca el aJ1ículo 49 LET. para suprimtr la 
referencia a la extinción ue los contra­
tos por cesación de la industria, comer­
cio o servicio de fonna definitiva, ha­
ciendo ahora ya referencia, simplemen­
te, al despido colectivo. Y, por otra. que 
la mención a las causas económicas o 
tecnológicas (para fLmdamemar Jos des­
pidos colectivos) se transforma en la 
referencia a las causas económicas, téc­
nicas, organizativas o de producción, 
fórmula sobre la que se han fu ndado los 
intentos de nex.ibilizar la rígida inter­
pretación administrativa precedente de 
los supuestos que j ustificaban los des­
pidos colectivos (con apoyo, para ello, 
también, en la referencia. incluida en el 
anículo 5 1, a que los despidos contri­
buyan a superar una situación económi­
ca negati\ a de la empresa, en el caso de 
ca u ·a económicas, o a garantizar la via­
bilidad futura de la misma y del empleo 
en ella, a través de una m:ís adecuada 
organización de Jos recursos, cuando se 
trate de causas técnicas, organizativas o 
de producción). Ello ha permitido que 
los despidos colectivo~ no se limiten 
sólo a los casos de crisis irreversible y 
defin itiva de la empresa, y que puedan 
incluirse dentro de las medidas de reor­
ganización de las actividades producti­
vas de la misma, necesarias para ga.an­
tizar su viabilidad y el futuro del em­
pleo en ella. 

JUI!l!ra~étllí: tk!iilá' t¡íl{:RínlülllféS'que 
la norrm1tiva de despidos colectivos se 
reserva para aquellos supuestos que tie­
nen mayor trascendencia social. por re­
basar los umbrales numéricos legalmen­
te establecidos. Por debajo de dichos 
umbrales, los despidos pueden cr de­
cididos por el empresario. sin necesidad 
de autorización administrativa. Y aquf 
sí que hay que poner el acento: se reco­
noce por primera vez al empresario la 
capacidad de decidir por sí mismo de­
terminadas extinciones colectivas de 
relaciones de trabajo. siempre que no se 
·uperen los umbrales numéricos que la 

propia ley establece y que concurran 
cierlllS causas justificativas, la compro­
bación de cuya subsistencia, eso sí, se 
conffa a los órganos judiciales. 

Se abre pues un espacio de libertad 
al empresario pam adoptar medidas re­
lativas al volumen del empleo en la 
empresa sin tener que contar con auto­
rización administrativa. Ahora bien. el 
control administrativo a priori se susti­
tuye en estos casos por el control judi­
cial a posreriori. Y este es el punto cla­
ve de la reforma: determinados despi­
dos colectivos se liberalizan, pudiendo 
decidirlos el empresario sin previa au­
torización administrativa, pero quedan­
do sometidos al control de los jueces no 
sólo en cuanto al cumplimiento de los 
requisitos formales y al abono de las 
indemnizaciones previstas, sino también 
en lo referente al fondo del asunto. 

De ese control judicial iba a depen­
der, lógicamente, la credibilidad de la 
reforma. Y ese control determinó una 
situación bastante compleja, con contra­
dicciones. con dudas interpretativas y 
con un elevado nivel de incertidumbre 
para el empresario en cuanto a las con­
secuencias tíltimas (indemnizatorias) de 
Sil decisión. La Jurispmdcncia impuso, 
en efecto. restricciones importantes a las 
facultades pretendidamente reconocidas 
al empresario y manifestó en algún caso 
su propia perplejidad ante la necesidad 
de valorar proyectos de fu turo del em­
presario. intenciones del mismo. deci­
siones subjetivas en suma (no suscepti­
bles. por tanto, de prueba propiamente 

áiL'ilaJ~ 

Ello provocó una insatisfacción ge­
neralizada con la nueva normativa de 
despidos económicos no colectivos, que 
es la que está en el origen de la última 
reforma normativa de esta materia: la 
que deriva del Acuerdo [merconfederal 
para la Estabilidad en el Empleo de 
1.997 y de su traducción legislativa. El 
Acuerdo de 8 de abril de 1.997 está en 
el origen de la nueva reforma del artí­
culo 52 LET Ucvada a cabo por el Real 
Decreto-Ley 8/1.997, de 16 de mayo. 
posteriormente convertido en Ley 63/ 



1.997, de 26 de diciembre. 

Ante la situación provocada por la 
interpretación judicial de la reforma de 
1.994, que no pennitía la existencia, con 
un mín imo de seguridad, de un ámbito 
de libertad de despedir por razones téc­
nicas, econórnicas, etc., esta nueva re­
fomla de 1 .997 trata de dar credibilidad 
a la de 1.994. Se conservan, pues, los 
principios que inspiran la misma, pero 
se trata de hacer creíble el espacio de 
li bertad por ella abierto. Para ello se 
modilica la redacción del art ículo 52.c. 
tratando de restar (no vamos a entrar 
ahora en el detalle) posibilidades a la 
Jurisprudencia para anular o limitar es­
pacios de nexibilidad. y no hay que ol­
\'idar que en el origen de la refonna está 
el acuerdo de las organizaciones empre­
sariales y ~indicales: este es un cambio 
importante y un paso valiente de las or­
ganizaciones sindicales, en la búsqueda 
de una mayor nexibilidad del mercado 
de trabajo para una más fáci l e intcns•t 
creación de empleo y para avanzar en 
un empleo más estable (de mayor ''cali­
dad"). 

Bien es verdad que subsiste el con· 
trol judicial a posteriori sobre el fondo 
de las decisiones empresariales. Y que 
ese control no es frecuente en el Dere­
cho comparado. Pero se ha tratado de 
consolidar un espacio de libenad em­
presarial en materia de despidos econó­
micos. an1pliando la libertad de organi­
zación de la empresa en lo referente a 
la determinación de la dimensión ade· 
cuada de la planti lla. 

Lo.1 resultados de la aplicación de 
esta rcfomJa (que los agentes sociales 
se han comprometido a ana.lizar, para 
valorar la misma y decidir eventuales 
correcciones) serán los que determinen 
la existencia o no de una mayor nexibi· 
lidad en nuc:.tras relaciones laborales. 
De todas manems. es importante resal­
tar que la reforma de los despidos ceo­
nómicos no colectivos se acompaña de 
otra novedad: el abaratamiento del cos· 
te de los mismos (de los despidos obje­
tivos en general), en los nuevos contra· 
tos (para el fomento de la contratación 

indefinida) pre\"istos en la propia refor­
ma, cuando e consideren improceden­
tes. Este es. en mi opmión. un punto 
crucial de la reforma. porque pone de 
manifiesto Jo que e~Lá en juego en la 
misma. que no es otra co~a. como he 
repetido. que la ampliación de la liber­
tad empresarial de de~pedir por razones 
económicas. Si dicha ampliación hubJe· 
se sido más "smcera''. meno> di~ imula­

da a través de circunloquios, mejor di­
señada técni<.:a mentc y. en definiti'"a. 
menos '"hipócrita", (s i el cambio de 
modelo de regulación hubiese sido más 
abiertamente planteado y n.:eptado) el 
abaratamiento del despido objetivo im­
procedente hubiese sido probablemen­
te innecesario. Al no haber sido asf, 
empre ar1os y sindicatos son conscien­
tes de los problemas de credibi lidad que. 
a pc:.ar de lo~ av:mces respecto a la re­
fonna de 1.994, todavía subsisten y de 
la inseguridad par:~ la opcrati1 itlad dc 
las previsiones del artículo 52.c que de­
riva de una interpretación j urisdiccio­
nal (y doctrinal) que todavfa puede re­
currir a los defectos de técnica jurídica, 
a los circunloqmo~ a que recurre el le· 
gi~lador, a que me he refeddo. par:1 li­
mitar el alcance de la~ rcfom1as intro­
ducidas. 

El mensaje es el i¡;uicrllc: se ha in­
troducido una mayor flexibil idad en 
cuanto a las posibi lidadcs de adaptación 
del volumen de la plantilla durante la 
vida de la empresa (por lo que las rela­
ciones laborales pueden ~er también má" 
estables), pero por i acaso el mecanis­
mo previsto no funcion:1 corrcclamcn­
te, la improcedencia, la no j ustificación 
del despido declarada judicialmente. va 
a re ultar más barata en sus consecuen­
cias indemni7..atorias. Es como decirle 
al empresario: va a tener más libertad 
para adoptar las deci iones organiza ti vas 
que considere necesarias (y que, en su 
caso. impliquen despidos colectivos sin 
alcanzar los umbrales del artículo 5 1.1 
LET), pero si esa libe11nd se limita (en 
el control judicia l sobre el fondo), le va 
n resultar más barato de lo que resulta· 
ba con anterioridad. 

No parece que ésta (que además se 315 
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sigue moviendo en una óptica coyuntu­
ral) sea la mejor manera de abordllr la 
reforma de las relaciones laborales re­
querida por la hora presente, y el análi­
si~ de la experiencia de ~plicación de la 
nueva normativa, una vez e cumplan 
los cuatro ~ños de vigencia previstos 
para la figura del contra to para el fo­
mento de la contratación indefin ida 
(para el que se fija la indemnización re­
ducid1 a que me he referido). debe ser 
una OClll>ión, para empresarios y traba­
jadores. de clarificación y de adaptación 
de las previsiones normativas a la me­
jor protección de los intereses enfrenta­
dos, buscando el punto de encuentro más 
favorable entre las necesidades de ges­
tión empre.~arial de la hora prc;ente y la 
tutela de los derechos de lo~ trabajado­
res, desde el pun10 de viola sobre todo 
de la adecuada protección social de los 
mismos. 

A la hora de proceder a ello, hay que 
aceptar, en mi opinión, que el Estatuto 
de los Trabajadores ha envejec ido mal. 
A pesar de las curas de rejuvenecimien­
to a las que ha sido someúdo. sobre todo, 
deJando aparte el tema del despido. la 
de 1.994 (que introdujo la~ primeras 
do:.i~ razonables de nc~ ibili dad en el uso 

de la fuerza de trabajo), l>C le nota de­
masiado el transcurso del tiempo. Se le 
nota a la hora de regular la negociación 
colectiva y a la hora de regular la diná­
mica de la relación de trabajo. El Esta­
tuto es una norma que hunde todavía sus 
raíces, como be tratado de exponer, en 
un modelo de regulación de las relacio­
nes laborales característico de los mo­
mentos fundacionales delmodemo De­
recho del Trabajo. Y el problema es que 
no puede pretenderse que el Derecho del 
Trabajo del siglo XXJ siga la misma di­
mímica que ha venido siguiendo desde 
el desarrollo de las primeras normas la­
borales tras la revolución industrial. Las 
intervenciones quirtirgicas de 1.994 y de 
1.997 han prolongado la vida del enfer­
mo, pero a la vuelta de estos veinte años 
probablemente su ciclo vital esté cum­
plido. El trabnjo en una sociedad mu­
cho m;ís compleja. global izada, con pre­
dominio del sector terciario y con una 
mfluencia creciente de las nue\'as tec­
nologías (y de sus consecuencias econó­
micas y sociales), habrá de ser regulado 
sobre bases muy distintas de aquellas en 
las que se sigue asentando el Estatuto. 
Es probablemente el momento de re fun­
dar el Derecho del Trabajo y de reser­
var una digna despedida al Estatuto. 


